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Magistrado Ponente: JOSE RAFAEL TINOCO

 

Adjunto a oficio No I480-110 de fecha 8 de Mayo de 2.000, recibido el día 18 de Mayo de 2.000, el Juzgado   Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, Menores, Estabilidad Laboral  de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, remitió a esta Sala Político-Administrativa copia certificada de la actuaciones relacionadas con el expediente contentivo del recurso de nulidad ejercido por el ciudadano JOSE ANTONIO AVENDAÑO, titular de Cédula de Identidad No. 3.765.634, asistido por los abogados ELDA SORAYA HILL DAVILA y JUAN CARLOS AVENDAÑO RIVAS, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nros. 38.000 y 51.815, respectivamente, contra la Providencia Administrativa Nº 025, de fecha 6 de agosto de 1.998,  dictada por la Inspectoría del Trabajo del Estado Mérida; remisión efectuada según expresa el Tribunal aquo a los fines de la consulta prevista en los artículos 28, 59, y 62 del Código de Procedimiento Civil, por haber declarado dicho Tribunal su falta de competencia frente a los Tribunales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  
 

En fecha 23 de Mayo  de 2.000, se dio cuenta en Sala y, por auto de igual fecha, se designó ponente  al  Magistrado JOSE RAFAEL TINOCO, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

 Realizado el estudio del expediente, pasa esta Sala a decidir, previas las siguientes consideraciones:

     I

ANTECEDENTES

 

El ciudadano JOSE ANTONIO AVENDAÑO, la Universidad de los Andes,  patrono del mencionado ciudadano, acudió por medio de la ciudadana RAIZA OJEDA, Directora de Personal de dicha Universidad, ante la Inspectoría del Trabajo de  el Estado Mérida, a objeto que se procediera a la calificación de despido dispuesta en la Ley Orgánica del Trabajo, por cuanto el prenombrado ciudadano, en su condición, gozaba de inamovilidad laboral. El motivo invocado como causal de despido del trabajador fue el estatuido en el literal f) del artículo 102  de la Ley Orgánica del Trabajo, es decir, la inasistencia injustificada al trabajo, por parte del trabajador, durante tres (3)  (o más) días hábiles en el período de un mes.   

 

Como conclusión del procedimiento de calificación de despido, la Inspectoría del Trabajo dicto una Providencia Administrativa en la cual dictaminó que autorizaba el despido pretendido por la Universidad de los Andes, contra el ciudadano JOSE ANTONIO AVENDAÑO. 

 

De la anterior Providencia Administrativa el ciudadano JOSE ANTONIO AVENDAÑO, ejerció recurso de nulidad por ante el Juzgado de Primera Instancia de Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción  Judicial del Estado Mérida,  alegando la violación del derecho al trabajo consagrado en los artículos 84 y 91 de la Constitución vigente para aquel entonces derogada y fundamentando dicha solicitud en el artículo 121 y siguientes de la Ley Orgánica que rige las funciones de este Máximo Tribunal.

 

El prenombrado Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, mediante decisión de fecha 8  de  Diciembre de 1.999, declaró inadmisible el Recurso de Nulidad interpuesto por el ciudadano JOSE ANTONIO AVENDAÑO, fundamentando su decisión en la caducidad del tiempo previsto en el articulo 134 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, es decir, por haber trascurrido más de seis (6) meses desde el momento en que se dictó la providencia administrativa de efectos particulares, hasta el momento en que se interpuso el recurso.  

 

La anterior decisión fue apelada por el ciudadano JOSE ANTONIO AVENDAÑO, en fecha 13 de Enero de 2.000.

 

Vista la apelación, la misma fue oída en fecha 19 de Enero de 2.000, en ambos efectos, remitiéndose en consecuencia el expediente, al Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, Menores,  Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida,  a objeto que decidiera la apelación formulada.

 

Mediante decisión de fecha 8 de Mayo de 2.000, el  Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, Menores,  Estabilidad Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, dictaminó, que por cuanto tratándose el caso de marras de “la  solicitud de nulidad de un acto eminentemente administrativo, es(e) Tribunal, (y asimismo el de Primera Instancia de Tránsito y Trabajo) se considera absolutamente incompetente para conocerlo, pues es materia de orden público absoluto claramente determinada por la cuestión que se discute y por disposiciones legales específicas”, razón por la cual declinó su competencia en el Juzgado Superior Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas y, a su vez, ordenó  remitir el presente expediente a esta Sala Política Administrativa, a los fines de la consulta de Ley.

 

II

ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN 

 

Tal como se señaló supra, el  Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, Menores,  Estabilidad Laboral y Amparo Constitucional de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, se declaró incompetente para conocer de la apelación interpuesta por el ciudadano JOSÉ ANTONIO AVENDAÑO, contra la sentencia de fecha 8  de  Diciembre de 1.999, dictada por el Juzgado de Primera Instancia de Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción  Judicial del Estado Mérida, que declaró inadmisible el Recurso de Nulidad interpuesto por el prenombrado ciudadano, por cuanto consideraba que tratándose de un recurso contra un acto de naturaleza administrativa, la competencia correspondía a la Jurisdicción Contencioso Administrativa y no a la ordinaria. 

 

Visto lo anterior, esta Sala confirma, que la Jurisdicción Laboral es la competente para conocer de toda controversia sobre tal materia –la laboral-, dado los principios de integridad, especialidad  y exclusividad que abriga a dicha Jurisdicción, según lo preceptuado en el artículo 5 de la Ley Orgánica del Trabajo, salvo las excepciones que la misma Ley establece, a saber, i) procedimientos de conciliación y de arbitrajes (artículo 655 ejusdem), que será de la competencia de la Junta de Conciliación o de Arbitraje, según el caso; y  ii)  en los casos de recursos ejercidos contra  las decisiones o resoluciones del Ministro del Trabajo relativas a la negativa, de éste, tanto del registro de las organizaciones sindicales (artículo 425 ejusdem), así como, a la negativa de registro de las federaciones y confederaciones  sindicales (artículo 465 ibidem),  y finalmente, la negativa a la oposición que se haga de las convocatorias para negociaciones en convenciones colectivas (artículo 519 ibidem), en cuyos casos, el ejercicio del recurso, es por ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Así se declara.

 

Por lo antes expuesto, esta Sala reitera que  son los Tribunales con competencia en materia laboral (del trabajo), los competentes para conocer y decidir toda demanda o recurso de nulidad que se ejerza contra las decisiones de las Inspectorías del Trabajo. Así se declara.        

 

III

DECISION

 

 

 


En virtud de lo precedentemente expuesto, esta Sala Político-Administrativo del Tribunal Supremo de Justicia,  administrando justicia en nombre de la República y por  autoridad de la Ley, declara:

 

Primero: Que el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, Menores,  Estabilidad Laboral  de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida SI TIENE COMPETENCIA para conocer y decidir la apelación que ejerciera, en fecha 13 de Enero de 2.000, el ciudadano JOSE ANTONIO AVENDAÑO, contra la decisión dictada en fecha 8 de Diciembre de 1.999, por el Juzgado de Primera Instancia de Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción  Judicial del Estado Mérida;

 

Segundo: Se REVOCA, en consecuencia, la decisión dictada en fecha 8 de Mayo de 2.000, por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, Menores,  Estabilidad Laboral  de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, mediante la cual el precitado Juzgado declaró: i) su incompetencia para conocer de la apelación interpuesta, por el ciudadano JOSÉ ANTONIO AVENDAÑO, contra la sentencia de fecha 8  de  Diciembre de 1.999;  ii)  la incompetencia del   Juzgado de Primera Instancia de Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción  Judicial del Estado Mérida para conocer del recurso interpuesto contra la providencia dictada por la Inspectoría del Trabajo del Estado Mérida; y, iii) la declinatoria de la causa en el Juzgado Superior Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Barinas; y

 

Tercero: Se ORDENA remitir el presente expediente al Juzgado Consultante, a los fines que conozca y decida la apelación interpuesta el día 13 de Enero de 2.000 por el ciudadano JOSE ANTONIO AVENDAÑO, contra la sentencia dictada, en fecha 8  de  Diciembre de 1.999, por el  Juzgado de Primera Instancia de Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción  Judicial del Estado Mérida.
Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase lo ordenado. 

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los   27  días del mes de junio de dos mil (2000). Años 190º de la Independencia y 141º de la Federación. 

 

      El Presidente, 

 

CARLOS ESCARRA MALAVE

El Vicepresidente-Ponente,

 

                                                                             JOSE RAFAEL TINOCO

 Magistrado,
 

LEVIS IGNACIO ZERPA

La Secretaria,

 

 

ANAIS MEJIA CALZADILLA

Exp. Nro. 0467
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